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Disposición adicional cuarta. Protección
de la clientela en relación con la
comercialización de determinados
bienes.

1. Lo dispuesto en la presente disposición será
de aplicación a la actividad, que se efectúe pro-
fesionalmente, llevada a cabo por cualquier per-
sona física o jurídica que consista en la formali-
zación de un mandato de compra y venta de bien-
es u otro contrato que permita instrumentar una
actividad análoga, percibiendo el precio de ad-
quisición de los mismos o una comisión y com-
prometiéndose a enajenarlos por cuenta del clien-
te, entregando a éste, en varios o en un único pa-
go, el importe de su venta o una cantidad para el
supuesto de que no halle un tercero adquirente de
los bienes en la fecha pactada.

Los bienes a que se refiere el párrafo anterior
serán los sellos, obras de arte, antigüedades, en
todo caso, y asimismo aquellos otros bienes sus-
ceptibles de ser objeto de dicha actividad.

Los que desarrollen la actividad a que se refie-
re el párrafo primero del presente apartado no
podrán realizar las actividades reservadas a las
entidades de crédito, empresas de servicios de in-
versión, instituciones de inversión colectiva, enti-
dades aseguradoras o reaseguradoras o a cual-
quier otra entidad inscrita en los registros del Ban-
co de España, Comisión Nacional del Mercado
de Valores y Dirección General de Seguros y fon-
dos de pensiones. Asimismo, no podrán incluir en
su denominación, ni en la publicidad que realicen
en referencia a sus actividades, el adjetivo finan-
ciero o colectivo, ni ningún otro que induzca a
confusión con aquellas actividades reservadas se-
ñaladas con anterioridad. Igualmente, deberán
someter sus documentos contables a auditoría de
cuentas realizada por un profesional inscrito en el
Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

Las personas o entidades sujetas a auditoría de
cuentas conforme a la presente disposición debe-
rán remitir copia del informe de auditoría a las
autoridades competentes en materia de consumo.

2. Los contratos contemplados en el apartado
anterior deberán formalizarse en todo caso por
escrito, que deberá reflejar de forma explícita y

con la necesaria claridad los compromisos ad-
quiridos por las partes y los derechos y obliga-
ciones de las mismas en cada operación, inclu-
yendo todos los elementos necesarios que deter-
minen las condiciones del contrato. En todo caso,
deberá entregarse al cliente un ejemplar del con-
trato debidamente fechado y firmado.

Antes de celebrar el contrato, se deberá infor-
mar al cliente de forma clara y precisa sobre la
legislación aplicable al contrato, sobre las dispo-
siciones relativas a las reclamaciones que puedan
formularse, sistemas de valoración de los bienes
que se comercialicen y modo de acceder a los re-
feridos sistemas, valor nominal de los productos
comercializados, valor mínimo garantizado en el
mercado, así como, en su caso, garantías exter-
nas a la entidad que desarrolla la actividad re-
gulada en esta disposición que aseguren el cum-
plimiento de sus obligaciones y los demás extre-
mos que se determinen de conformidad con lo que
reglamentariamente se establezca.

Toda la información a que se refiere el pá-
rrafo anterior, así como el informe de audito-
ría de cuentas y las condiciones contractuales
deberán ser puestas a disposición de los clien-
tes con antelación suficiente al momento en
que éste asuma cualquier obligación derivada
del contrato.

Lo anterior será de aplicación aun cuando
el contrato se haya celebrado utilizando una
técnica de comunicación a distancia. En este
supuesto, y con independencia del derecho del
cliente a ser informado, cuando no sea posi-
ble transmitir con antelación las condiciones
contractuales y la información previa a la ce-
lebración del contrato en soporte duradero, la
puesta a disposición del cliente en dicho so-
porte se cumplirá inmediatamente después de
la celebración del contrato.

En cualquier momento de la relación con-
tractual el cliente tendrá derecho a obtener las
condiciones contractuales en papel y a cam-
biar las técnicas de comunicación a distancia
utilizadas.

Durante todo el período de vigencia de la
relación contractual el cliente deberá ser in- 1
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formado sobre las modificaciones de la infor-
mación inicialmente suministrada y asimismo so-
bre su situación contractual.

3. Constituyen infracciones muy graves de las
personas físicas o jurídicas a las que se refiere
el apartado 1 de la presente disposición, los si-
guientes actos:

El incumplimiento de la obligación de someter
sus documentos contables a auditoría de cuentas
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo ter-
cero del apartado 1 de la presente disposición.

El incumplimiento de las obligaciones relativas
a la documentación de las operaciones y a la
puesta a disposición del cliente de la informa-
ción, informes y condiciones contractuales a que
se refiere el apartado segundo de la presente
disposición.

4. Constituye infracción grave la comisión de
infracción leve cuando durante los cinco años an-
teriores a su comisión hubiera sido impuesta al
infractor sanción por el mismo tipo de infracción.
Dicho plazo comenzará a computarse desde el
momento en que se agote la vía administrativa re-
lativa al procedimiento sancionador respectivo.

5. Constituyen infracciones leves de las perso-
nas físicas o jurídicas a las que se refiere el apar-
tado 1 de la presente disposición el incumpli-
miento de las obligaciones establecidas en el pá-
rrafo b del apartado 3 de esta disposición siem-
pre que se trate de simples irregularidades en la
observancia de las mismas que se lleven a cabo
con carácter meramente ocasional o aislado.

6. Por la comisión de las infracciones muy gra-
ves señaladas en el apartado 3 de la presente
disposición se impondrá al infractor una o más
de las siguientes sanciones:

Sanción de multa por importe no inferior a
15.000 euros hasta 600.000 euros, cantidad
que podrá rebasarse hasta alcanzar el quíntu-
plo del precio de adquisición de los bienes.

Amonestación pública, con publicación en el
Diario Oficial de la Administración competente.

7. Por la comisión de las infracciones graves
señaladas en el apartado 4 de la presente dis-
posición se impondrá al infractor una o más de
las siguientes sanciones:

Sanción consistente en multa por importe no
inferior a 3.000 euros hasta 15.000 euros.

Amonestación privada.
8. Por la comisión de las infracciones leves se-

ñaladas en el apartado 5 de la presente dispo-
sición se impondrá al infractor, las sanciones de
apercibimiento o multa de hasta 3.000 euros.

9. La imposición de las sanciones menciona-
das en los apartados anteriores de la presente
disposición corresponderá a la Administración
pública competente por razón de la materia de
protección de los consumidores y usuarios.

Disposición adicional quinta

La disposición adicional cuarta de esta Ley se
dicta al amparo de lo establecido en el artículo
149.1.1, 6, 8 y 13 de la Constitución.
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Normativa nacional sobre
emisiones filatélicas

Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de liberalización de los Servicios Postales. Real Decreto
1114/1999, de 25 de junio, por el que se adapta la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre a la Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, se aprueba su Estatuto y se acuerda su
denominación como Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda.

En nuestro país, la Administración Postal es el único emisor en el Mercado Primario de esta tipolo-
gía de bienes tangibles. Cada año, el Estado fija el número de sellos a emitir y sus valores faciales,
así como las emisiones conmemorativas. Por su parte, comerciantes, coleccionistas y Sociedades de
Inversión Filatélica serían los compradores en este Mercado Primario. 

Real Decreto 1114/1999, de 25 de junio,
sobre la Fábrica Nacional de Moneda y
Timbre-Real Casa de la Moneda.

ANEXO
Estatuto de la entidad pública empresarial Fá-

brica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa
de la Moneda

CAPÍTULO I.
NATURALEZA, RÉGIMEN JURÍDICO Y FINES.
Artículo 1. Naturaleza y régimen jurídico.
1. La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-

Real Casa de la Moneda es una entidad pública
empresarial de las previstas en el artículo 43.1.b)
de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organiza-
ción y Funcionamiento de la Administración Ge-
neral del Estado, que, como organismo público,
tiene personalidad jurídica pública diferenciada,
patrimonio y tesorería propios y autonomía de
gestión en los términos de dicha ley.

2. La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-
Real Casa de la Moneda está adscrita al Ministe-
rio de Economía y Hacienda, el cual, a través de
la Subsecretaría de Economía y Hacienda, ejer-
cerá respecto de ella la dirección estratégica y el
control de eficacia en los términos previstos en los
artículos 43 y 59 de la Ley 6/1997.

3. La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-
Real Casa de la Moneda se rige por el derecho
privado, excepto en la formación de la voluntad
de sus órganos, el ejercicio de las potestades ad-
ministrativas que tenga atribuidas y en los aspec-
tos específicamente regulados en el presente Es-
tatuto y para las entidades públicas empresaria-
les en la Ley de Organización y Funcionamiento
de la Administración General del Estado y en la
legislación presupuestaria.

4. Las funciones de la entidad se rigen por la
Ley de Organización y Funcionamiento de la Ad-
ministración General del Estado; por la Ley de Ré-

gimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común, en los
supuestos de aplicación; por el artículo 81 de la
Ley 66/1997, de 30 de diciembre; por el artícu-
lo 75 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre; por
el artículo 128 de la Ley 33/1987, en lo que no
se oponga a las disposiciones anteriores; por el
texto refundido de la Ley General Presupuestaria
y por el presente Estatuto.

Artículo 2. Fines.
f. La estampación de toda clase de documentos,

sellos, signos o efectos postales y de franqueo, de
acuerdo con lo establecido por la legislación apli-
cable, para el Estado o, en su caso, para orga-
nismos o entidades públicas o privadas.

5. La entrega, depósito o almacenaje, distribu-
ción y, en su caso, la comercialización de los pro-
ductos y servicios de la Fábrica Nacional de Mo-
neda y Timbre-Real Casa de la Moneda a que se
refiere el presente artículo y párrafo primero de la
disposición adicional vigésima de la Ley 31/1990,
de 27 de diciembre, se realizará de conformidad
con las disposiciones legales de aplicación, aten-
diendo al producto o servicio de que se trate y a
las condiciones de seguridad y custodia que ha-
yan de observarse o, en su caso, según determi-
nen los convenios o contratos correspondientes.

CAPÍTULO II.
RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN. FACULTADES

PARA EL DESARROLLO Y EJECUCIÓN DE LOS FI-
NES. DOMICILIO INSTITUCIONAL, DELEGACIO-
NES Y SUCURSALES.

Artículo 3. Régimen de contratación.
1. La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-

Real Casa de la Moneda, en cuanto entidad cre-
ada para satisfacer necesidades generales de ca-
rácter mercantil e industrial, no está sujeta a la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, de
conformidad con su artículo 1.3, y ajustará su ac-
tividad contractual al derecho privado, sin perjui-



cio, en su caso, de la aplicación del artículo 2 de di-
cha Ley.

En consecuencia, la entidad ajustará su actividad
contractual a los principios de publicidad y concu-
rrencia, salvo que la naturaleza de la operación a
realizar sea incompatible con estos principios.

CAPÍTULO III.
ÓRGANOS DE GOBIERNO Y ADMINISTRA-

CIÓN. RÉGIMEN DE  FUNCIONAMIENTO.
Artículo 7. Órganos de gobierno y administración.
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1. Los órganos de gobierno y administración de

la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Ca-
sa de la Moneda son:

a. El Ministro de Economía y Hacienda.
b. El Consejo de Administración y sus Comisiones

Delegadas.
c. El Director general.
2. Las resoluciones que dicten los órganos de go-

bierno y administración de la entidad, en el ejerci-
cio de sus potestades administrativas, pondrán fin a
la vía administrativa en los términos previstos en la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, y en este Estatuto.

Artículo 8. Competencias del Ministro de Econo-
mía y Hacienda. Adscripción a la Subsecretaría

de Economía y Hacienda.
1. Sin perjuicio de las competencias establecidas

en la Ley 6/1997, de 14 de abril, en cuanto Minis-
terio del que depende la entidad, son competencias
del Ministro de Economía y Hacienda:

1. La alta inspección y la superior autoridad de la
Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa
de la Moneda.

2. La aprobación por Orden de las normas por
las que se desarrollen las funciones a desempeñar
por las secciones productivas de la entidad: Mone-
da, Timbre, Valores, Imprenta y Fábrica de Papel.

7. La elevación al Gobierno del programa de actua-
ción, inversiones y financiación y de los Presupuestos de
explotación y capital; la aprobación de los programas
anuales a que se refiere el artículo 75.a) de la Ley
50/1998, de 30 de diciembre; y la aprobación, en su
caso, de los convenios o contratos programa con el Es-
tado, sin perjuicio de lo establecido en la legislación pre-
supuestaria a efectos de su consignación en los Presu-
puestos Generales correspondientes. En el programa de
actuación, inversiones y financiación o, en su caso, en
los programas a que se refiere el artículo 75 citado de
la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, se determinarán
las inversiones, enajenaciones y contrataciones que,
atendiendo a su cuantía o por cualquier otra circuns-
tancia concurrente en ellas, deban ser aprobadas por
el Ministro Economía y Hacienda.

8. La designación de los miembros del Consejo de
Administración.

9. El cambio de denominación o nombre de la en-
tidad y de domicilio institucional, a propuesta del
Consejo de Administración.

10. La interpretación de los preceptos de este Estatuto.

Artículo 10. Composición del Consejo de Administración.
El Consejo de Administración de la Fábrica Na-

cional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Mone-
da estará integrado por el Director general de la en-
tidad, que ostentará el cargo de Presidente, y un mí-
nimo de doce vocales y un máximo de dieciocho.
Formará parte del Consejo el Secretario, que asisti-
rá a las reuniones con voz pero sin voto. Cuando
asista a las reuniones el Ministro de Economía y Ha-
cienda, recaerá en él la Presidencia del Consejo. El
Consejo, atendiendo a la procedencia ministerial de
sus miembros con condición de vocales tendrá el ca-
rácter de órgano colegiado interministerial, de acuer-
do con lo establecido en el artículo 39.1 de la Ley
6/1997, de 14 de abril. La participación de otros
miembros en la composición del Consejo se regirá
por lo dispuesto el artículo 39.3 de la Ley referida.

Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre,
por el que se aprueba el Reglamento por el
que se regula la prestación de los servicios
postales.

Artículo 63. Emisiones de signos de franqueo.
La emisión de signos de franqueo, entendiendo

por éstos los sellos de correos, tanto ordinarios co-
mo conmemorativos, así como los sobres, las tarje-
tas y las cartas-sobre con sellos previamente estam-
pados será propuesta por el operador al que se ha
encomendado la prestación del servicio postal uni-
versal y autorizada, conjuntamente, por los Minis-
terios de Fomento y de Economía y Hacienda.

A tal efecto, las emisiones se acomodarán a lo que
dispongan, mediante resolución conjunta, el Secre-
tario general de Comunicaciones y el Subsecretario
de Economía y Hacienda.

Únicamente los signos de franqueo que reúnan las con-
diciones detalladas en dicha resolución conjunta serán con-
siderados como correspondientes a una emisión legal.

Asimismo, la citada resolución podrá establecer
el plazo máximo de validez de los signos de fran-
queo que comportan las correspondientes emisio-
nes cuyo transcurso tendrá como efecto la pérdida
del poder liberatorio de aquéllos y su consiguiente
caducidad.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo ante-
rior, mediante resolución conjunta del Secretario ge-
neral de Comunicaciones y del Subsecretario de
Economía y Hacienda, previa petición del operador
al que se ha encomendado la prestación del servi-
cio postal universal, podrá establecerse la pérdida
del poder liberatorio de los signos de franqueo y,
por tanto, su caducidad, sí las resoluciones de las
que trae causa la correspondiente misión no contu-
viesen previsión al respecto.

El operador al que se ha encomendado la pres-
tación del servicio postal universal llevará un regis-
tro de todas las emisiones de signos de franqueo
que se acuerden, al objeto de informar al público
sobre la legalidad y vigencia de los que figuren en
los envíos depositados en sus dependencias.4
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